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II.  DISPOSICIONES GENERALES

PRESIDENCIA

LEY 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de Castilla y León
han aprobado y yo en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se esta-
blece en el artículo 25.5 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno
la publicación de la siguiente

LEY

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La percepción de los montes por parte de la sociedad y su relación
con ellos han evolucionado notablemente a lo largo de la historia. Duran-
te milenios, los montes han sido considerados como lugares apartados,
inhóspitos y hostiles para el hombre, apreciados únicamente como fuen-
tes de materias primas para el autoconsumo o la industria. Sólo a media-
dos del siglo XIX se abre paso una nueva concepción, derivada de la
incipiente ciencia forestal, comenzándose a tener conciencia de la posi-
bilidad del agotamiento de los recursos que los montes proporcionaban,
por prácticas de uso abusivas. El 24 de mayo de 1863 se aprueba la pri-
mera Ley de Montes y por Real Decreto de 17 de mayo de 1865 su
Reglamento. El protagonismo preponderante que en estas normativas tie-
nen los problemas de la época, principalmente el régimen de propiedad
de los montes, su salvaguarda de los procesos desamortizadores y la
regulación de sus aprovechamientos, da paso ya en la legislación del
siglo XX a un tratamiento más extenso de los servicios indirectos que los
montes ofrecen al conjunto de la sociedad, aun conservando una impor-
tante carga normativa referente a la propiedad y a los beneficios directos
que las producciones forestales tradicionales reportan a sus dueños. De
esta forma, la Ley de Montes de 8 de junio de 1957 y su Reglamento,
aprobado por Decreto 485/1962, de 22 de febrero, contemplan, además
de un prolijo tratamiento de los deslindes, amojonamientos y aprovecha-
mientos forestales, una importante adaptación a las nuevas exigencias de
la sociedad de la época al profundizar en el tratamiento del interés gene-
ral derivado de la existencia de los montes, a través del reforzamiento del
concepto de Utilidad Pública, todavía principalmente apoyado en sus
beneficios hidrológicos. Asimismo, se introducen nuevos conceptos rela-
cionados con la conservación de la naturaleza a través de la regulación
de los Parques Nacionales.

La sociedad actual percibe los montes como sistemas complejos que,
si bien están llamados a seguir produciendo bienes directos a sus propie-
tarios con destino al consumo, deben satisfacer una creciente demanda de
servicios indirectos al conjunto de la sociedad, como la tradicional pro-
tección hidrológica pero también de otros conceptos más novedosos
como la conservación de la biodiversidad o del paisaje, el efecto sumi-
dero de anhídrido carbónico, como escenarios de desarrollo de las acti-
vidades de ocio y contacto con la naturaleza, o como depositarios de un
acervo cultural y educativo vinculado al uso secular de estos ecosiste-

mas. El éxodo poblacional desde las zonas rurales a los núcleos urbanos
que ha venido produciéndose durante la segunda mitad del siglo XX ha
provocado un notable descenso de la presión humana tradicional sobre la
componente productora de los montes. Estos han incrementado conside-
rablemente su superficie y biomasa, a costa de un desequilibrio socioe-
conómico en muchas comarcas forestales, pero también ha supuesto un
aumento espectacular de la demanda de aquellas facetas del monte más
relacionadas con el ocio y la conservación de la naturaleza por parte de
la creciente población urbana.

Por ello, los poderes públicos deben ser capaces de garantizar no sólo
la percepción de las legítimas rentas a sus propietarios, sino también la
prestación del resto de sus importantes funciones al conjunto de la socie-
dad y los necesarios mecanismos de compatibilidad entre aprovecha-
mientos y usos a veces contrapuestos.

El nuevo diseño territorial consagrado en la Constitución Española
de 27 de diciembre de 1978 es otro cambio de trascendental importancia
que debe tener su reflejo en la legislación aplicable a los montes. Los
artículos 148 y 149 de la Constitución establecieron la posibilidad de que
las Comunidades Autónomas asumieran competencias sobre montes y
aprovechamientos forestales, reservándose el Estado la competencia
sobre legislación básica en la materia.

El mandato contenido en la Constitución de 1978 de dotar al Estado
de un marco legislativo básico en materia forestal motivó la promulga-
ción de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, (modificada por
Ley 10/2006, de 28 de abril), normativa básica en la materia, que ha veni-
do a derogar, no sólo la mencionada Ley de 1957, sino otros textos legis-
lativos que estaban parcialmente en vigor hasta la fecha, como la Ley de
10 de marzo de 1941, sobre Patrimonio Forestal del Estado, la Ley
81/1968, de 5 de diciembre, sobre Incendios Forestales, la Ley 22/1982,
de 16 de junio, sobre repoblaciones gratuitas con cargo al presupuesto del
ICONA en terrenos incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad
Pública y la Ley 5/1977, de 4 de enero, de Fomento de la Producción
Forestal, no así sus reglamentos de desarrollo, que siguen parcialmente
vigentes, conforme a lo establecido en la Disposición Derogatoria única
de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre.

De acuerdo con el artículo 71.1.8.º de Ley Orgánica 14/2007, de 30
de noviembre. de Reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León,
la Comunidad de Castilla y León tiene la competencia de desarrollo nor-
mativo y ejecución en materia de montes, aprovechamientos y servicios
forestales, vías pecuarias, pastos y espacios naturales protegidos, así
como de protección del medio ambiente y de los ecosistemas, prevención
ambiental, vertidos a la atmósfera y a las aguas superficiales y subterrá-
neas, según el apartado 7.º del citado artículo 71.1. Tiene además las
competencias exclusivas en materia de pesca fluvial y lacustre, acuicul-
tura, caza y explotaciones cinegéticas, y de protección de los ecosistemas
en que se desarrollan estas actividades, conforme al artículo 70.1.17.º de
la citada Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de Reforma del
Estatuto de Autonomía de Castilla y León.

En el nuevo marco de competencias reseñado, la Comunidad de Cas-
tilla y León viene a aprobar su Ley de Montes, que se estructura en siete


